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DERECHO DE PETICIÓN / DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA / SU ENTREGA A LAS VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO NO OBEDECE AL ORDEN DE LAS SOLICITUDES.
Es menester enfatizar en que cuando la petición activa un trámite administrativo, también se involucra el derecho al debido proceso, que se vulnera cuando no se adelanta en el término previsto en la ley para ello, entre otros eventos.  

Jurisprudencialmente se lo ha definido “como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia”.

En ese sentido, supone que todas las autoridades judiciales y administrativas, dentro del ámbito de sus competencias, deben ejercer sus funciones con sujeción a los procedimientos previamente definidos en la ley, respetando las formas propias de cada juicio, a fin de que los derechos e intereses de los ciudadanos incursos en una relación jurídica cuenten con la garantía de defensa necesaria ante posibles actuaciones arbitrarias o abusivas, en el marco de la creación, modificación o extinción de un derecho o la imposición de una sanción.  (…)

La Corte a través de su jurisprudencia, ha recalcado que la entrega de la indemnización administrativa y los demás mecanismos dispuestos para la reparación, no obedecen al orden de las solicitudes, sino que para ello la Ley 1448 de 2011 y su decreto reglamentario establecieron criterios de gradualidad, progresividad y priorización.
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Ponente

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Pereira, Risaralda, tres (03) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)

Acta número 056 de 03-09-2018
Decide la Sala la impugnación de la sentencia proferida dentro de la acción de tutela instaurada por la señora María Gloria Rincón de Pardo, identificada con cédula de ciudadanía No. 20.252.808, en contra de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV– y vinculados los Departamentos de Reparación Integral, Departamento de Registro y Gestión de la Información y Departamento de Gestión Social y Humanitaria.
ANTECEDENTES

1. Derechos fundamentales invocados, pretensión y hechos relevantes en los que se funda
Quien promueve el amparo, pretende que se tutele el derecho fundamental al mínimo vital, integridad personal y vida digna. Para lo cual solicitó ordenar a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV– desembolsar la indemnización administrativa a la cual tiene derecho.
Narra la accionante que (i) tiene 84 años, enviudó hace dos años, tuvo tres (3) hijos, de los cuales solo vive uno que reside en la ciudad de Bogotá. Actualmente vive con su nieto, quien tiene una discapacidad en el brazo, lesión causada a raíz de un secuestro de cuatro (4) meses, con su esposo y ella en Puerto Gaitán, Meta. 
(ii) Está inscrita en el RUV desde hace doce (12) años por desplazamiento forzado.
 (iii) Acudió en múltiples ocasiones a la UARIV donde solicitó la Indemnización Administrativa según Ley 1448 de 2011 y le contestaron que debía esperar y le indicó que “solo es posible a la Unidad para las víctimas, asignar un turno para otorgar la indemnización para el segundo semestre de 2017 una vez se tenga la disponibilidad presupuestal”.
(iv) El 15-02-2018 envió una carta a la Directora de la Unidad para las Víctimas en Bogotá, donde expuso su situación y solicitó la indemnización, sin respuesta alguna.
(v) Padece “Gonartrosis Primaria Bilateral” en ambas rodillas, con “Trastornos Rotulofemorales” lo que le causa dolor, limitación de movilidad y pérdida de equilibrio.
(vi) Aduce, además, que tiene obligaciones respecto al arrendamiento de una habitación, servicios públicos, alimentación y medicamentos, por lo que solicita que sea valorada su condición.

2. Pronunciamiento de los accionados

2.1. Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV-
Notificada en debida forma, guardó silencio.
2.2. Departamento de Reparación Integral; Registro y Gestión de la Información y Gestión Social.
Notificados en debida forma, guardaron silencio.

3. Sentencia impugnada
El Juez de instancia negó por improcedente la acción de tutela. Como fundamento, manifestó que no se cumplen los supuestos de la sentencia SU 254 de 2013 para ordenar el reconocimiento y pago de la indemnización o reparación integral. Agrega que a la luz de la Ley 1148 de 2011 (sic) no tiene elementos probatorios suficientes que le permitan establecer la viabilidad del pago. Así mismo la patología de la actora no es reciente y bajo esa óptica, la acción constitucional se torna improcedente al no cumplir con el requisito de subsidiariedad. 
4. Impugnación

La accionante impugnó el fallo al considerar que la sentencia no se ajusta a los hechos, antecedentes, derecho impetrado, error de hecho y de derecho, el cumplimiento del mandato legal, consideraciones inexactas e incurrir el fallador en error esencial de derecho. Manifiesta la recurrente que la entidad accionada fue la UARIV para que a través del departamento competente, realice la Reparación Integral de acuerdo a su patología médica. Conducta que se ha tornado omisiva y por lo tanto mientras no haya cumplimiento, la situación será objeto de tutela.
CONSIDERACIONES

1. Competencia

Este Tribunal es competente para conocer de la presente acción, al ser superior funcional del Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, quien profirió la decisión.
2. Problemas jurídicos
En atención a lo expuesto por la accionante, la Sala se formula el siguiente interrogante:
¿La accionada y vinculadas vulneraron los derechos de petición y debido proceso administrativo de la accionante, al no pronunciarse de fondo sobre la petición del pago de la indemnización administrativa por desplazamiento forzado? 

Previamente se verificará si se cumple con los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela.
3. Requisitos de procedencia  
Se satisfacen los de legitimación, en tanto la accionante integra el grupo familiar que está registrado en el RUV (fl.5)-; el de inmediatez y subsidiariedad, por cuanto al ostentar la población desplazada una condición de vulnerabilidad, indefensión y desamparo, es la acción de tutela el mecanismo idóneo para garantizar el goce efectivo de sus derechos fundamentales, aun existiendo otros medios de defensa ordinarios, los que resultan ser ineficaces, en quienes es permanente la vulneración cuando no se garantizan los derechos consagrados en la Ley 1448 de 2011.
Por lo que al estar comprometidos en este asunto los derechos de petición y debido proceso administrativo, vinculados a la indemnización administrativa, debía la primera instancia estudiar su posible vulneración y no solamente centrarse en la petición incoada en el escrito de tutela tendiente a su pago; que como se sabe la acción constitucional de amparo, no está instituida para procurar el pago de sumas de dinero, salvo los eventos contemplados en el artículo 25 del Decreto 2591 de 1991, norma que se visibiliza en la sentencia SU 254 de 2013; que no era del caso aplicar en este asunto, pero no por ello impedía estudiar la vulneración de otros derechos, por lo que no se comparte los argumentos de la primera instancia.

De otro lado debe mencionarse, que no están legitimados el Departamento de Registro y Gestión de la Información y el de Gestión Social y Humanitaria de la UARIV al no corresponder a estos el pago de la indemnización administrativa; por lo que serán desvinculados.

4. Solución a los interrogantes planteados 

4.1 Fundamento Jurídico
4.1.1 Derecho de petición
El artículo 23 de la Constitución Nacional consagra este derecho, el que fue desarrollado por la actual Ley estatutaria 1755 de 2015 promulgada el 30-06-2015.

Sobre este derecho la Jurisprudencia Constitucional tiene dicho de manera reiterada (2012)
, que el derecho de petición exige concretarse en una pronta y oportuna respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que la misma sea favorable a los intereses del peticionario y escrita, pero en todo caso debe “cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.”

En cuanto al término con que cuentan las entidades para resolver las peticiones que se les formulen, salvo norma legal especial, es de quince (15) días, contados a partir del día siguiente a su recepción y en el caso de las peticiones de información son diez (10) días, según el artículo 14 de la Ley estatutaria 1755 de 2015.

4.1.2 Debido proceso
Es menester enfatizar en que cuando la petición activa un trámite administrativo, también se involucra el derecho al debido proceso, que se vulnera cuando no se adelanta en el término previsto en la ley para ello, entre otros eventos.  

Jurisprudencialmente
 se lo ha definido “como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia”.
En ese sentido, supone que todas las autoridades judiciales y administrativas, dentro del ámbito de sus competencias, deben ejercer sus funciones con sujeción a los procedimientos previamente definidos en la ley, respetando las formas propias de cada juicio, a fin de que los derechos e intereses de los ciudadanos incursos en una relación jurídica cuenten con la garantía de defensa necesaria ante posibles actuaciones arbitrarias o abusivas, en el marco de la creación, modificación o extinción de un derecho o la imposición de una sanción.
Aunado a ello puntualmente señaló que “se extiende no solo a los juicios y procedimientos judiciales, sino también a todas las actuaciones administrativas, como una de sus manifestaciones esenciales. Lo anterior significa, que el debido proceso se enmarca también dentro del contexto de garantizar la correcta producción de los actos administrativos, razón por la cual comprende “todo el ejercicio que debe desarrollar la administración pública en la realización de sus objetivos y fines estatales, lo que implica que cobija todas las manifestaciones en cuanto a la formación y ejecución de los actos, a las peticiones que presenten los particulares, a los procesos que por motivo y con ocasión de sus funciones cada entidad administrativa debe desarrollar y desde luego, garantiza la defensa ciudadana al señalarle los medios de impugnación previstos respecto de las providencias administrativas, cuando crea el particular que a través de ellas se hayan afectado sus intereses”. (Negrilla de la Sala)
Así pues, cuando se presenta una solicitud cuya finalidad es la de adelantar un trámite administrativo, y este se incumple, lo que se vulnera no es el derecho de petición, sino el debido proceso administrativo.

Finalmente es importante recalcar que como parte de dicha garantía se encuentran, entre otras, las siguientes: (a) el derecho a conocer el inicio de la actuación, (b) a ser oído durante todo el trámite, (c) a ser notificado en debida forma, (d) a que se adelante por autoridad competente y con pleno respeto de las formas propias de cada juicio, (e) a que no se presenten dilaciones injustificadas, (f) a gozar de la presunción de inocencia, (g) a ejercer los derechos de defensa y contradicción, (h) a presentar pruebas y a controvertir aquellas que aporte la parte contraria, (i) a que se resuelva en forma motivada la situación planteada, (j) a impugnar la decisión que se adopte y a promover la nulidad de los actos que se expidan con vulneración del debido proceso (Negrilla de la Sala)

La Corte a través de su jurisprudencia, ha recalcado que la entrega de la indemnización administrativa y los demás mecanismos dispuestos para la reparación, no obedecen al orden de las solicitudes, sino que para ello la Ley 1448 de 2011 y su decreto reglamentario establecieron criterios de gradualidad, progresividad y priorización. Es decir que, para poder determinar el orden de entrega por parte de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV, le corresponde verificar el grado de vulnerabilidad en el que se encuentra la persona y su núcleo familiar, ya que es la única forma de realizar una reparación efectiva, con enfoque diferencial y garantizar así que las necesidades de quienes más lo requieren se van a ver satisfechas de manera prioritaria, esto de acuerdo con los principios de equidad e igualdad que deben orientar todas las actuaciones del Estado.

4.2 Fundamento fáctico
Descendiendo al caso bajo examen, encuentra probado la Sala que el grupo familiar al que pertenece la accionante, inscrito en el RUV (fl.5), elevó petición ante la UARIV, para que se le pague la indemnización administrativa. Esto según se infiere de la respuesta que se le dio dirigida al señor Marcel Pardo Arévalo  con n. º de radicado 20176271140252. (fls.9 al 11).

También que la UARIV dio respuesta el 15-06-2017 (fl.9)-, en la que expuso que tiene derecho a la indemnización administrativa; seguidamente le pone de presente los montos de la indemnización, para finalmente decir que como a la fecha no ha sido indemnizado administrativamente, se deberá “realizar proceso de identificación y documentación de destinatarios de indemnización” y “asignar un turno para otorgar la indemnización para el segundo semestre de 2017 una vez se tenga disponibilidad presupuestal, dado que la Indemnización Administrativa está supeditada a la verificación de los criterios de priorización” (fls.9 a 11)-.

Respuesta que notificó al grupo familiar a través de uno de sus integrantes, como se desprende de haberla allegado con el escrito de tutela.

Contenido que no resuelve de fondo lo pedido, ni fija los parámetros en que se desarrollará el trámite administrativo que culmine con el pago de la indemnización administrativa al hogar de la accionante.
En suma, la Sala encuentra que la respuesta a la petición de Indemnización Administrativa, vulneró los derechos fundamentales de petición y debido proceso,  al ser inconclusa, con lo que se desconoce los principios rectores del trámite de la indemnización administrativa al que tienen derecho las víctimas del conflicto armado interno y sus familiares, en el entendido que “(…) la conducta de la accionada se traduce en una desatención al derecho de las víctimas y de sus familiares de conocer el estado de procesos administrativos que se estén adelantando, en los que estos tengan interés como parte”

Lo anterior permite concluir que se vulneraron los derechos anunciados, por lo que habrá lugar a tutelarlos.
Ahora como se demostró las condiciones de avanzada edad de la actora 84 años, integrante del hogar (fl.6) y su merma en la salud, y consecuente movilidad reducida (fls.13 a 14 y 33 a 37)-, además del tiempo que ha transcurrido sin acceder su hogar a esta forma de reparación, ya que ha pasado más de un año sin que se le haya fijado fecha para su pago desde la última respuesta que se le ofreció; se ordenará a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, a través del Director de la Oficina Jurídica Doctor Vladimir Martín Ramos o quien haga sus veces y el Departamento de Reparación Integral en cabeza de la Directora Técnica de Reparaciones, Doctora Claudia Juliana Melo Romero o quien haga sus veces, para que en el término de diez (10) días culmine el trámite administrativo que permita dar respuesta a la petición formulada por unos integrantes del hogar que integra la señora María Gloria Rincón de Pardo en relación con la indemnización administrativa por ser víctimas de desplazamiento forzado; concretando la fecha en que procederá a efectuar el pago, para lo cual deberá tener en cuenta las condiciones de edad y de salud de la mencionada señora.
CONCLUSIÓN

Por consiguiente, esta acción constitucional es procedente, por lo que es factible tutelar el derecho de petición y debido proceso administrativo y por este motivo, se revocará la sentencia de primera instancia
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Risaralda - Sala Segunda de Decisión, administrando justicia en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia del 25-07-2018 proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira dentro de la presente tutela, incoada por la señora María Gloria Rincón de Pardo en contra de la Unidad para la Atención y Reparación a las Víctimas -UARIV-, vinculado Departamento de Reparación Integral, por las razones expuestas en la parte motiva de ésta providencia, para en su lugar TUTELAR el derecho de petición y el debido proceso administrativo.
SEGUNDO: ORDENAR a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, a través del Director de la Oficina Jurídica Doctor Vladimir Martín Ramos o quien haga sus veces y el Departamento de Reparación Integral en cabeza de la Directora Técnica de Reparaciones, Doctora Claudia Juliana Melo Romero o quien haga sus veces, para que en el término de diez (10) días culmine el trámite administrativo que permita dar respuesta a la petición formulada por unos integrantes del hogar que integra la señora María Gloria Rincón de Pardo en relación con la indemnización administrativa por ser víctimas de desplazamiento forzado; concretando la fecha en que procederá a efectuar el pago, para lo cual deberá tener en cuenta las condiciones de edad y de salud de la mencionada señora.
TERCERO: DESVINCULAR al Departamento de Registro y Gestión de la Información y al Departamento de Gestión Social y Humanitaria de la -UARIV-, por lo expuesto.  

CUARTO: COMUNICAR esta decisión a las partes, intervinientes y al juzgado de origen en los términos legales.
QUINTO: REMITIR el expediente a la honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y Cúmplase,
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

Magistrada Ponente 

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistrado
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